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para solventar problemas puntuales o ayudar a salir de una crisis en la 
economía familiar (queja 19/4611; queja 19/6293). 

Como contrapunto, también se han de destacar las quejas que inciden 
en un exceso de celo de los profesionales de los servicios sociales 
comunitarios por efectuar un seguimiento detallado y exhaustivo de la 
evolución familiar y afectar a la privacidad de la vida en familia: Así en la 
queja 19/0982 la abuela de una menor hace un exhaustivo relato de sus 
desvelos por proporcionar a su nieta los cuidados que requiere la menor, 
y se lamenta de la actitud de los servicios sociales que para apuntalar 
su valoración negativa respecto de los padres, descalifican toda ayuda 
que éstos reciben, en una actitud que considera prepotente. También 
en la queja 19/1088 la persona remitente se lamenta del seguimiento 
y control, especialmente intenso, que vienen realizando los servicios 
sociales comunitarios respecto del estado y cuidados que recibe su hijo, 
de 7 meses de edad, todo ello tras haber sido alertados de su situación de 
riesgo por parte del hospital en el que nació.

En el mismo contexto de censura de la intervención de los servicios 
sociales la queja 19/2469 versa sobre las sucesivas denuncias falsas que 
su ex pareja presenta relatando un posible maltrato a sus hijos. Por ello 
la interesada se lamenta de que estas denuncias motiven sucesivas y 
redundantes investigaciones de los servicios sociales de su Ayuntamiento, 
y que estas investigaciones sean archivadas una y otra vez tras comprobar 
la falta de indicadores de riesgo de los menores. En el relato de su queja 
la interesada expone que comprende la necesidad de que se realice una 
investigación de toda denuncia de posible maltrato a un menor pero aún 
así llama la atención de las autoridades sobre las molestias y daño moral 
que tales investigaciones ocasionan y que no tiene modo de evitar.

3.1.2.6.3. Infancia y adolescencia en situación de dependencia

Son escasas las ocasiones en que durante el año 2019 se nos han 
trasladado cuestiones atinentes al ámbito de la Dependencia, al de la 
Discapacidad o, en general, al relacionado con las políticas sociales, que 
guarden una relación directa con personas menores de edad.
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Por citar algunas de ellas, aludiremos a la demanda de agilización en la 
tramitación del procedimiento dirigido a la aprobación del programa 
individualizado de atención de un menor en situación de dependencia 
por un trastorno grave del desarrollo, dado que, como sabemos, de esta 
resolución pende que pueda hacer efectivo su derecho.

Destacamos esta queja especialmente (queja 19/0696), debido a que en 
la misma la Delegación Territorial en Cádiz de la Consejería de Igualdad, 
Políticas Sociales y Conciliación, informó que el expediente del menor 
se encontraba desde noviembre de 2017 en los Servicios Sociales de la 
localidad de residencia del menor para que por los mismos se elaborara 
la propuesta del programa. 

La respuesta que nos ha causado una gran alarma dado el tiempo desde 
que el expediente se encuentra en el Ayuntamiento. Esperamos poder 
aclarar con el Ayuntamiento dicha circunstancia en el informe que le 
hemos requerido, albergando la duda de que la fecha consignada por la 
Delegación autonómica obedezca a un error. La petición se cursó en el 
mes de mayo y el Consistorio aún no la ha atendido.

El retraso del recurso propuesto a favor de un menor con 6 años de 
edad, afectado por un trastorno del espectro autista y una dependencia 
severa reconocida, también motivó que nos dirigiéramos a la Agencia de 
Dependencia, que en esta ocasión comunicó que en un plazo no superior a 
dos meses se aprobaría a su favor la prestación económica para cuidados 
en el entorno familiar (queja 19/1334).

Ilustraremos este apartado mencionando las demandas por revisión del 
grado de dependencia y, en concreto, por su favorable solución, la que 
nos dirigió la madre de una menor de edad con síndrome de down, para 
pedir nuestra ayuda, dado que se encontraba pendiente de la revisión del 
grado de dependencia de su hija y la consiguiente adecuación del PIA al 
resultado de tal revisión.

Ambas cosas han tenido lugar, de manera que la prestación económica 
correspondiente a su nueva situación de dependencia severa ha sido 
estimada (queja 19/1377).
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Por último, el breve apunte de la dificultad en que determinadas 
enfermedades raras puedan dar lugar a la consideración de limitante 
para las actividades básicas de la vida diaria, como ocurrió con un menor 
al que le fue denegada al no estimarse relevante a dichos efectos que 
sufriera una enfermedad en las glándulas sudoríparas (queja 19/2236).

La valoración de la discapacidad, por su parte, además de generar escasas 
pretensiones, debido a derivar de la aplicación de un baremo conforme 
a criterios técnicos que escapan a las posibilidades de enjuiciamiento 
crítico de esta Institución, tienen poca presencia cuando de menores se 
trata y, en todo caso, escasas posibilidades de prosperar en este sentido, 
salvo que pueda detectarse la concurrencia de algún error administrativo 
susceptible de subsanación.

A lo sumo, surge de cuando en cuando alguna queja referida a demoras 
en la valoración de esta diversidad, como desde hace tiempo se produce 
de forma general cuando de procedimientos administrativos se trata.

Al margen de los supuestos en que acuden a nosotros personas que 
demandan obtener de los servicios sociales, prestaciones de diversa 
índole, que les permitan paliar circunstancias familiares de verdadera 
necesidad, haciendo valer que entre sus miembros se cuentan personas 
menores de edad, en la memoria de este año es obligado recalcar de 
nuevo la situación de las solicitudes de acceso a la Renta Mínima de 
Inserción Social en Andalucía, en vigor desde el día 1 de enero de 2018, 
que regulada por el Decreto-Ley 3/2017, de 19 de diciembre, con la 
naturaleza de derecho subjetivo, ha venido a sustituir al Ingreso Mínimo 
de Solidaridad.

Ya decíamos el pasado año y no redundaremos en ello más que con 
brevedad, que en relación con las personas menores de edad, la normativa 
referida, que regula la citada Renta como una prestación garantizada del 
Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía, ha introducido una 
importante innovación por lo que a la titularidad del derecho se refiere, al 
haber contemplado por vez primera la situación de especial vulnerabilidad 
de las personas menores de edad.
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Y así, el Decreto-ley 3/2017, cuya regla general es la de atribución de 
la titularidad del derecho a las personas comprendidas en el rango de 
edad que va desde los 25 a los 64 años (artículo 3.3.b), ha establecido 
excepciones, directa o indirectamente llamadas a tomar en consideración 
la situación especial del tramo vital de las personas menores.

De este modo, el Decreto-ley 3/2017 otorga la titularidad de la Renta 
Mínima a las personas emancipadas que, con 16 o 17 años de edad, tengan 
menores o personas con discapacidad a cargo, o hayan sido víctimas de 
violencia de género acreditada o se encuentren en situación de urgencia 
o emergencia social del modo definido por los apartados 5 y 6 del artículo 
4 del Decreto-ley (artículo 3.2.c); y hace especial hincapié en el apoyo a 
unidades familiares cuando existan en las mismas personas menores, 
atribuyendo entonces la titularidad del derecho a quienes se encuentren 
entre los 18 y los 24 años edad y tengan a su cargo a menores o personas 
con discapacidad (artículo 3.2.b).1º), especificando, además, que “para 
mayor protección de los derechos de la infancia, igualmente podrán ser personas 
titulares de la Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía las personas de 65 
o más años que acrediten debidamente tener a su cargo a personas menores 
de edad y no existe otra persona integrante de la unidad familiar que reúna los 
requisitos para ser solicitante” (artículo 3.2.d).

También la cuantía de la Renta Mínima aparece incrementada en atención 
a la existencia de al menos tres personas menores en unidades familiares 
compuestas por al menos seis personas (artículo 11.2). Y el calendario 
de aplicación de su Disposición transitoria 
segunda, permite solicitar la ampliación por 
períodos de seis meses sucesivos, a partir de 
2019, para las unidades familiares con menores 
a cargo, persistiendo las circunstancias previas 
y manteniendo los requisitos que posibilitaron 
su concesión previa.

Esta especial consideración de la norma sin 
embargo, no evita que también a las familias 
entre cuyos miembros existen personas 

También los 
menores sufren 
las consecuencias 
de los retrasos en 
adoptar medidas 
previstas en la 
normativa de 
dependencia
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menores de edad, afronten las penosas situaciones de demora en la 
resolución de la solicitud.

Ejemplificaremos para ello con algunas como la queja 18/2681, en la que se 
nos exponía la carencia de recursos y de vivienda adecuada de una familia 
con cuatro hijos y a la espera de mellizos, en la que hubimos de recordar 
a Administración la vulneración del plazo y recomendarle el impulso del 
procedimiento hasta su conclusión por resolución finalmente aceptada. O 
las similares queja 19/1380 y queja 19/1378, que denunciaban la demora 
en el expediente de madres solas con menores a cargo, en las que al 
margen del retraso en resolver, las solicitudes fueron correctamente 
desestimadas.

Aunque los responsables públicos vienen anunciando estudios y reformas 
legales que simplifiquen el procedimiento y solventen el importante 
problema que arrastramos, así como la especial consideración de las 
familias en cuyo seno haya menores, al ser una prioridad remediar la 
pobreza infantil, hasta el momento no se ha producido ningún avance ni 
mejora digno de mención.

3.1.2.6.4. Infancia y adolescencia migrante

La llegada de cualquier menor a Andalucía, acompañado o no de persona 
adulta, mediante un procedimiento de migración irregular que ponga en 
riesgo su integridad física, constituye en sí misma una situación de riesgo 
por la que debiera ser objeto de protección por parte de los poderes 
públicos. 

A esta precaria situación, en ocasiones, se une un factor que agrava 
sobremanera su situación de especial vulnerabilidad ya que tras los 
menores que acuden solos, se pueden ocultar actividades delictivas de 
trata de seres humanos. Unas actividades que representan una gravísima 
amenaza para los menores de edad, los cuales pueden llegar a ser víctimas 
de malos tratos, prácticas de explotación sexual, pornografía infantil o 
adopciones ilegales, entre otros peligros.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-sin-mas-demora-atiendan-la-solicitud-de-la-renta-minima-de-insercion-social-para-una



